
13

Sumario: 1. Introducción. – 2. Marco conceptual. 
2.1. ¿Qué son los bienes digitales? 2.2. Naturaleza ju-
rídica. – 3. Régimen de responsabilidad en el derecho ar-
gentino. – 4. Productos y servicios digitales: ¿laguna 
legal? 4.1. Adaptar la noción de producto. 4.2. Revisar 
el concepto de proveedor. 4.3. Revisar la noción de de-
fecto. – 5. Conclusiones.

1. Introducción
El impacto de la tecnología en la dogmática jurídica es 

innegable, a la vez que atraviesa un enorme espectro de 
temas, como, por ejemplo, la protección de datos persona-
les, los delitos informáticos, la incidencia de la tecnología 
en el ofrecimiento y producción de las pruebas en juicio, 
contratos informáticos, responsabilidades derivadas de 
la inteligencia artificial, entre tantos más. Como sostiene 
Hernández, coexisten problemas clásicos que requieren 
de una necesaria relectura, junto a nuevas realidades que 
obligan a pensar el derecho en términos de innovación(1).

En consecuencia, el traslado de las relaciones jurídicas 
al entorno digital interpela al derecho a repensar ciertos 
conceptos. Concretamente, las relaciones de consumo 
han cambiado notablemente, y aparecen bienes y servi-
cios de naturaleza muy diferente de la tradicional, como, 
por ejemplo, una app para el teléfono celular, el servicio 
de streaming para acceder a contenido audiovisual, entre 
otros. En este sentido, la responsabilidad por bienes y ser-
vicios digitales merece una reflexión sistemática.

En este trabajo, procuraremos abordar las nociones de 
producto, servicio, proveedor, defectos, desde la perspec-
tiva de la digitalización de las relaciones jurídicas.

2. Marco conceptual
2.1. ¿Qué son los bienes digitales?

El concepto de patrimonio ha experimentado una trans-
formación sustancial, que involucra los bienes materiales y 
que en la actualidad abarca también el patrimonio digital.

Esta nueva noción de patrimonio digital refleja una rea-
lidad dinámica que está en constante evolución y com-
prende un acendrado conjunto de activos intangibles que 
exhiben la presencia de cada persona en el ciberespacio. 
De esta manera, el patrimonio digital engloba los archivos 
multimedia, documentos electrónicos, perfiles en redes 
sociales, activos financieros digitales, fotografías, vídeos, 
correos electrónicos, blogs, así como muchos otros ele-
mentos que representan nuestra existencia en el mundo 
online. Este nuevo contexto es más que una simple acu-
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mulación de datos, se trata de la materialización de nues-
tra actividad en un formato digital(2).

Constituido este patrimonio digital, su abordaje jurí-
dico presenta desafíos que van desde la protección de da-
tos hasta la necesidad de diseñar instrumentos jurídicos 
adecuados que permitan regular las problemáticas que, 
cada vez con más frecuencia, se producen en este tipo de 
bienes.

En breve, el patrimonio digital se compone del conjun-
to de activos y elementos que una persona va acumulando 
a lo largo de su vida en el contexto digital y que tienen 
un valor. Así, a diferencia del patrimonio tradicional, que 
está compuesto de una diversa gama de bienes materia-
les, el patrimonio digital lo conforman archivos y datos 
que, al estar en un formato digital, ostentan una natura-
leza intangible. En este sentido, la Carta de la UNESCO 
sobre la preservación del patrimonio digital establece que 
el patrimonio digital “consiste en recursos únicos que son 
fruto del saber o la expresión de los seres humanos. Com-
prende recursos de carácter cultural, educativo, científico 
o administrativo e información técnica, jurídica, médica y 
de otras clases, que se generan directamente en formato 
digital o se convierten a éste a partir de material analógico 
ya existente. Los productos de ‘origen digital’ no existen 
en otro formato que el electrónico”(3).

Y una vez definidos los bienes digitales, correspon-
de clasificarlos en dos categorías: por un lado, los bienes 
digitales puros (por ejemplo, software descargable, servi-
cios en la nube) y, por otro, los bienes digitales incorpora-
dos (el software incorporado a un robot aspiradora)(4).

2.2. Naturaleza jurídica

La naturaleza jurídica de estos activos intangibles está 
sujeta a debate, y no contamos con doctrina o jurispruden-
cia nacional que pueda zanjar la cuestión. El interrogante 
sería si se trata de bienes o de servicios.

El reciente fallo norteamericano “García v. Character 
Technologies”(5) genera un precedente relevante en esta 
materia. Los hechos relevantes pueden sintetizarse como 
sigue: la actora, Megan García, era la madre del adoles-
cente Sewell Setzer, quien se suicidó luego de interactuar 
con el chatbot de Character Technologies Inc. empresa de-
mandada (juntamente con sus fundadores, Google LLC y 
Alphabet Inc.). La pretensión de la actora consistió en un 
reclamo de indemnización por productos defectuosos, ne-
gligencia, daño emocional intencional, homicidio culposo 
y violaciones a la ley de prácticas comerciales desleales 
de Florida. La demandada argumentó que no se trata de 
un producto, sino de un servicio de expresión amparado 
por la garantía constitucional de la libertad de expresión. 
El tribunal resolvió que el chatbot desarrollado por la de-
mandada puede ser considerado un producto a los fines de 
la aplicación de la normativa que regula la responsabilidad 
por productos defectuosos. Si bien se trata de una reso-
lución preliminar, se abre la puerta para la aplicación del 
régimen de responsabilidad objetiva que impera en materia 
de responsabilidad por productos defectuosos.

Este asunto refleja la complejidad de la calificación ju-
rídica de estas tecnologías, especialmente cuando interac-
túan activamente con los usuarios.

3. Régimen de responsabilidad en el derecho 
argentino

En el derecho argentino, el marco normativo para la 
responsabilidad por productos lo encontramos en los ar-
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tículos 1092 a 1122 del Código Civil y Comercial, que 
abordan los contratos de consumo, y en la ley 24.240 que 
establece un régimen de responsabilidad objetiva para 
el supuesto en análisis. Asimismo, el artículo 1757 del 
CCyC establece la responsabilidad objetiva por el daño 
causado por el riesgo o vicio de las cosas y actividades 
riesgosas o peligrosas, dentro de las que encontramos los 
daños causados por productos elaborados. 

Análogamente a lo que sucedía en el Código Civil, el 
actual Código Civil y Comercial no regula expresamente 
los daños causados por productos defectuosos. Se mantie-
ne, con algunas modificaciones, el régimen de vicios re-
dhibitorios(6) y el sistema de responsabilidad objetiva por 
la intervención de cosas, derivadas de su riesgo y vicio(7).

Por otro lado, el régimen previsto en la Ley de Defensa 
del Consumidor no se ha visto alterado por la normativa 
del CCyC.

En el marco del estatuto consumeril, se considera pro-
ducto a toda cosa que resulta de un proceso de industria-
lización, que implica introducir en la materia prima trans-
formaciones de alguna índole(8).

La doctrina y jurisprudencia nacional ha tratado al vi-
cio o defecto del producto como sinónimos. “Vicio es un 
defecto de la cosa, de fabricación (u originario) o sobre-
viniente (desgaste, cansancio de materiales, mal o exce-
sivo almacenamiento, rotura, etc.), que la hace impropia 
para su destino normal o funcionamiento regular”(9). Es 
decir, una cosa es viciosa cuando presenta un defecto de 
fabricación, de funcionamiento, de conservación o de in-
formación, que la tornan inepta para la función a que está 
destinada de acuerdo con su naturaleza.

Siguiendo la taxonomía de defectos que desarrolla Ja-
lil(10), el producto elaborado resulta vicioso o defectuoso 
cuando presenta:

a) un defecto de diseño, que puede ocurrir en la fase 
inicial, en la de elaboración del prototipo o en la de revi-
sión del diseño;

b) un defecto de fabricación, esto es, cuando devie-
ne de una falla humana o mecánica generada durante el 
proceso de fabricación en sentido estricto o en la fase de 
controles intermedios o final;

c) un defecto de conservación, que sobreviene por 
incumplimiento de las normas y pautas que atienden al 
mantenimiento del producto en estado apto durante la eta-
pa que transcurre entre su fabricación y su consumo;

d) un defecto de información, que, si bien es extrínseco 
al producto elaborado, tiene esencial incidencia en la ge-
neración o potenciación de riesgo.

e) un defecto por publicidad engañosa, que se configura 
cuando se afirma alguna cualidad impropia del producto 
que puede derivar en daño para el potencial consumidor.

El rasgo común es que estas anomalías importan la in-
troducción de un riesgo en el medio social, sea por tornar 
riesgoso a un producto que no lo es ni por naturaleza ni 
por modo de empleo, sea por potenciar su peligrosidad 
intrínseca(11).

Así, los legitimados pasivos en una acción de respon-
sabilidad por daños causados por productos elaborados 
serán el productor, el fabricante, el importador, el distri-
buidor, el proveedor, el vendedor y quien haya puesto su 
marca en la cosa o servicio(12). Por su lado, el actor deberá 
demostrar los cuatro presupuestos de la responsabilidad 
civil. Merece especial atención la relación de causalidad, 
pues la doctrina es unánime al sostener que solo ha de re-
sultar inexcusable cuando se muestre el nexo causal sufi-
ciente entre el daño y la ausencia o deficiencia del control 

(6) Arts. 1051 y subsiguientes del Código Civil y Comercial de la 
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(7) Arts. 1757 y 1758 del Código Civil y Comercial de la Nación.
(8) Jalil, Julián, “Los productos elaborados y la responsabilidad 
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debido(13). El nexo causal que habrá de acreditarse es el 
que surge entre el producto defectuoso y el daño, aunque 
en el proceso de daños bastará con la de presunciones 
para establecer ese vínculo causal, toda vez que juega la 
teoría de la carga probatoria dinámica(14).

Con relación a los servicios –que en el ecosistema di-
gital se aplicaría a streaming, almacenamiento en la nube, 
etc.–, la ley 24.240 ordena en su artículo quinto que “Las 
cosas y servicios deben ser suministrados o prestados en 
forma tal que, utilizados en condiciones previsibles o nor-
males de uso, no presenten peligro alguno para la salud o 
integridad física de los consumidores o usuarios”(15).

4. Productos y servicios digitales: ¿laguna legal?
Ya es un lugar común sostener que la actual normativa 

del CCyC y de defensa del consumidor puede presentar 
dificultades a la hora de su aplicación para obtener el re-
sarcimiento de daños causados por productos o servicios 
en el marco de la economía circular y digital. En particu-
lar, algunas características de la IA dificultan identificar 
las personas potencialmente responsables, probar el de-
fecto del producto y la relación de causalidad que vincula 
la actuación del posible responsable con el daño produci-
do(16). Estas dificultades, unidas a otras características de 
la IA, dan lugar a que determinados aspectos de la actual 
regulación de la responsabilidad por productos defectuo-
sos sean insuficientes o inapropiados(17). 

En tal sentido, postularemos en esta parte de este tra-
bajo la necesidad de ampliar la noción de producto, fabri-
cante y defecto, a los fines de facilitar la tutela del damni-
ficado en el ámbito de los productos digitales defectuosos. 

4.1. Adaptar la noción de producto

Hemos ya enunciado que, en el ámbito de tutela al con-
sumidor, se considera producto a toda cosa que resulta de 
un proceso de industrialización, que implica introducir 
en la materia prima transformaciones de alguna índole. 
Así, este concepto de producto se ciñe a los bienes mue-
bles, incluidos los que se han incorporado a un mueble 
o inmueble, y a la electricidad. En este sentido, podría 
sostenerse que el software instalado en una cosa mueble 
(por ejemplo, en una máquina), que permanece inalterable 
y que no se actualiza, puede ser considerado como parte 
integrante de la máquina y, por lo tanto, como producto. 
No obstante, resulta vidrioso si el damnificado puede re-
clamar contra el desarrollador de dicho software como 
fabricante de un componente y cuál es el régimen jurídico 
del software que se instaló o actualizó después de la pues-
ta en circulación del producto(18). El Tribunal de Justicia 
de la Unión Europea se ha pronunciado en el sentido de 
que los datos como tales no son productos(19).

A los fines de adecuar la normativa a las necesidades 
que plantea el auge de los bienes y servicios digitales, 
es menester ampliar la noción de producto para que que-
den comprendidos los productos con elementos digitales, 
tanto si incluyen contenidos como si incluyen servicios 
digitales, siempre que sean imprescindibles para que los 
elementos en los que se incorporen o con los que estén 
interconectados puedan desempeñar sus funciones(20). Sin 
embargo, se discute en la doctrina europea si la definición 
del nuevo producto debe incluir los datos o no(21).
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les VI”, La Ley, Buenos Aires, 2007, p. 455.
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dad extracontractual. A propósito de los sistemas de inteligencia artifi-
cial (IA)”, en José María Pérez Collados (Coord.), “La cultura jurídica 
en la era digital”. Cuadernos digitales Derecho y Nuevas Tecnologías, 
Aranzadi, 2022, pp. 101-138.
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europa.eu/business-economy-euro/doing-business-eu/contract-rules/
digital-contracts/liability-rules-artificial-intelligence_en (consultado el 
23/5/2025).

(18) Fairgrieve, D.; Howells, G.; Mogelvang Hansen, P.; Straet-
mans, G. y otros, “Product Liability Directive”, en P. Machnikowski 
(Editor), European Product Liability: An Analysis of the State of the Art 
in the Era of New Technologies, Intersentia, 2016, pp. 17-108.

(19) Martin Casals, M., cit., p. 126.
(20) Ídem.
(21) La European Law Institute Response, p. 12, se manifiesta en 
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La Directiva (UE) 2024/2853 del Parlamento Europeo 
y del Consejo contempla en su considerando número tre-
ce: “Los productos en la era digital pueden ser tangibles 
o intangibles. Los programas informáticos, como los sis-
temas operativos, los microprogramas, los programas de 
ordenador, las aplicaciones o los sistemas de IA, son cada 
vez más comunes en el mercado y desempeñan un papel 
cada vez más importante para la seguridad de los produc-
tos. Los programas informáticos pueden introducirse en el 
mercado como productos autónomos o, posteriormente, 
pueden integrarse en otros productos como componentes, 
y pueden causar daños al ejecutarse. En aras de la seguri-
dad jurídica, debe aclararse en esta Directiva que los pro-
gramas informáticos son un producto a efectos de la apli-
cación de la responsabilidad objetiva, independientemente 
de su modo de suministro o uso, y, por tanto, con inde-
pendencia de si el programa informático está almacenado 
en un dispositivo, se accede a él a través de una red de 
comunicaciones o tecnologías en la nube o se suministra a 
través de un modelo de programa informático como servi-
cio. Sin embargo, la información no debe considerarse un 
producto, por lo que las normas sobre responsabilidad por 
productos defectuosos no deben aplicarse al contenido de 
los archivos digitales, como los archivos multimedia o los 
libros electrónicos o el mero código fuente de los progra-
mas informáticos. Un desarrollador o productor de pro-
gramas informáticos, incluidos los proveedores de siste-
mas de IA en el sentido del Reglamento (UE) 2024/1689 
del Parlamento Europeo y del Consejo, debe ser tratado 
como un fabricante”(22). Y el mismo documento, en el ar-
tículo cuarto establece: “A los efectos de la presente Di-
rectiva, se entenderá por: 1) «producto»: cualquier bien 
mueble, aun cuando esté incorporado a otro bien mueble 
o a un bien inmueble o interconectado con estos; incluye 
la electricidad, los archivos de fabricación digital, las ma-
terias primas y los programas informáticos”(23).

Con relación a la responsabilidad del fabricante del 
bien, debería ser irrelevante si el contenido digital se 
instaló antes o después de la puesta en circulación del 
bien tangible, siempre que su funcionalidad dependa de 
este contenido digital(24). El fabricante de bienes con ele-
mentos digitales también debería estar alcanzado por la 
responsabilidad objetiva cuando el daño causado por el 
contenido digital proporcionado por un tercero si dicho 
contenido digital es esencial para el correcto funciona-
miento de tales bienes.

Por lo demás, considerando que cada vez es más fre-
cuente que los servicios digitales estén interconectados 
con un producto de tal forma que la ausencia del servicio 
impediría que el producto realizara alguna de sus fun-
ciones (por ejemplo, el suministro continuo de datos de 
tráfico en un sistema de navegación) es necesario extender 
la responsabilidad objetiva a dichos servicios digitales, 
ya que determinan la seguridad del producto tanto como 
los componentes físicos o digitales. Dichos servicios co-
nexos deben considerarse componentes del producto al 
que están interconectados cuando están bajo el control del 
fabricante de ese producto, en el sentido de que son sumi-
nistrados por el propio fabricante o que el fabricante los 
recomienda o influya de otro modo en su suministro por 
parte de un tercero(25).

La creciente e irreversible digitalización de las relacio-
nes jurídicas torna inadecuado el concepto de producto 
para la aplicación del régimen de la responsabilidad ob-
jetiva. La evolución normativa que representa la redefini-
ción de producto en el marco de la directiva aludida pa-
rece necesaria para garantizar una tutela jurídica efectiva 
de los derechos de los consumidores frente a los riesgos 
derivados de la interacción entre elementos físicos y digi-
tales, y constituye un paso necesario hacia la adecuación 
del régimen de responsabilidad civil a las exigencias del 
entorno digital contemporáneo.

4.2. Revisar el concepto de proveedor

El artículo 2 de la ley 24.240 define al proveedor co-
mo “la persona física o jurídica de naturaleza pública o 

europeanlawinstitute.eu/fileadmin/user_upload/p_eli/Publications/
ELI_Response_on_the_definition_of_an_AI_System.pdf (consultado el 
1/6/2025).

(22) Ver https://www.boe.es/doue/2024/2853/L00001-00022.
pdf (consultado el 30/5/2025).

(23) Ídem.
(24) Martin Casals, M., cit., p. 127.
(25) Ídem.

privada, que desarrolla de manera profesional, aun ocasio-
nalmente, actividades de producción, montaje, creación, 
construcción, transformación, importación, concesión de 
marca, distribución y comercialización de bienes y servi-
cios, destinados a consumidores o usuarios”. 

Sin embargo, en el caso de los bienes digitales, la cade-
na de producción y distribución no finaliza en un momen-
to determinado y puede involucrar sujetos responsables 
que no se mencionan en la letra de la ley. Así, en el régi-
men de la responsabilidad por productos actual hay mate-
rias primas que se utilizan para fabricar componentes que, 
a su vez, se utilizan para fabricar productos terminados 
que se colocan en el mercado en un momento determina-
do en el que el productor pierde el control del producto(26).

A diferencia de esto, los bienes digitales suelen inte-
ractuar con otros productos y servicios, y los datos cir-
culan de un producto a otro del producto o hacia los con-
sumidores, en ambas direcciones. Estos otros productos 
y servicios pueden ser operados por otros productores o 
proveedores de servicios, y la interconexión no se detiene 
cuando el producto se comercializa porque su funciona-
miento requiere actualizaciones periódicas y un flujo con-
tinuo de datos(27).

En este sentido, parecería más adecuada la noción de 
“operador económico” que contempla la directiva men-
cionada en su artículo cuarto, inciso quince: “15) «opera-
dor económico»: todo fabricante de un producto o com-
ponente, prestador de un servicio conexo, representante 
autorizado, importador, prestador de servicios logísticos o 
distribuidor(28).

4.3. Revisar la noción de defecto

Hemos dicho que la doctrina y la jurisprudencia nacio-
nal asimilan las nociones de vicio y defecto, entendiendo 
que una cosa es viciosa cuando presenta un defecto de 
fabricación, de funcionamiento, de conservación o de in-
formación, que la tornan inepta para la función a que está 
destinada de acuerdo con su naturaleza.

Sin embargo, muchos bienes digitales están sujetos a 
actualizaciones periódicas no solo para mejorar su utili-
dad, sino también para mejorar su seguridad. Esta particu-
laridad parece indicar que la responsabilidad del provee-
dor debería extenderse más allá del momento de la puesta 
en circulación del bien digital. En esta línea, el artículo 
siete de la directiva (UE) 2024/2853 ya aludida estable-
ce: “Carácter defectuoso 1. Un producto se considerará 
defectuoso cuando no ofrezca la seguridad que una per-
sona tiene derecho a esperar y que se exige asimismo en 
virtud del Derecho de la Unión o nacional. 2. Al valorar el 
carácter defectuoso de un producto, se tendrán en cuenta 
todas las circunstancias, incluso: a) la presentación y las 
características del producto, incluidos su etiquetado, di-
seño, características técnicas, composición y envase, y las 
instrucciones de montaje, instalación, uso y mantenimien-
to; b) el uso razonablemente previsible del producto; c) el 
efecto en el producto de toda capacidad de seguir apren-
diendo o adquirir nuevas características después de su in-
troducción en el mercado o puesta en servicio; d) el efecto 
razonablemente previsible en el producto de otros produc-
tos de los que se pueda esperar que se utilicen junto con el 
producto, también mediante interconexión; e) el momento 
en que el producto fue introducido en el mercado o puesto 
en servicio o, si el fabricante conserva el control sobre el 
producto después de ese momento, el momento en que el 
producto dejó de estar bajo el control del fabricante; f) los 
requisitos de seguridad del producto pertinentes, inclui-
dos los requisitos de ciberseguridad pertinentes para la 
seguridad; g) cualquier retirada del producto o cualquier 
intervención pertinente relacionada con la seguridad de 
los productos por parte de una autoridad competente o de 
un operador económico contemplado en el artículo 8; h) 
las necesidades específicas del grupo de usuarios finales a 
los que se destina el producto; i) en el caso de un producto 
cuya finalidad sea precisamente evitar daños, el eventual 
incumplimiento de dicha finalidad por parte del producto. 
3. Un producto no se considerará defectuoso por la única 
razón de que un producto mejor, incluidas las actualiza-
ciones o mejoras para un producto, ya se haya introducido 

(26) Twigg Flesner, Christian, “Guiding Principles for Updating the 
Product Liability Directive for the Digital Age”, ELI Innovation Paper 
Series, 2021, p. 6.

(27) Twigg Flesner, C., cit., p. 5.
(28) Ver https://www.boe.es/doue/2024/2853/L00001-00022.

pdf (consultado el 30/5/2025).
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en el mercado o puesto en servicio, o se introduzca en el 
mercado o se ponga en servicio posteriormente”(29).

En definitiva, la calificación de un producto como vi-
cioso, tradicionalmente vinculada a los defectos enume-
rados supra, debería reformularse desde la perspectiva de 
las características de los bienes digitales. La directiva eu-
ropea mencionada podría ser una fuente de consulta para 
el legislador nacional por cuanto incorpora elementos co-
mo la capacidad del producto para actualizarse, requisitos 
de ciberseguridad y control posterior a su ingreso en el 
mercado, en consonancia con las razonables expectativas 
de seguridad del consumidor digital.

5. Conclusiones
La sociedad contemporánea se rehúsa a aceptar los da-

ños que se derivan de las nuevas tecnologías digitales co-
mo si fueran un designio inevitable. En orden a no interfe-
rir en el desarrollo de los sistemas de inteligencia artificial, 
parece necesario elevar los estándares de seguridad aplica-
bles a ellos, a fin de preservar la confianza de los usuarios 
y prevenir, en la medida de lo posible, los eventuales daños 
que pudieran derivarse de su funcionamiento.

(29) Ver https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/
PDF/?uri=CELEX:52022PC0496 (consultado el 30/5/2025).

En el orden jurídico vigente, la responsabilidad por 
productos elaborados nos desafía a revisar sus fundamen-
tos clásicos, para hacer lugar al principio de precaución, 
que se torna especialmente relevante ante la incertidum-
bre y los riesgos que entrañan estas nuevas tecnologías. 

A lo largo de este trabajo, nos hemos referido a la novel 
normativa europea, que amplía el concepto de “producto” 
para incluir software y archivos digitales, y flexibiliza la 
carga probatoria en favor del consumidor, admitiendo la 
notoria dificultad de demostrar el nexo causal en entornos 
tecnológicos complejos. Así, el principio precautorio se 
convierte en una pieza clave para anticipar y mitigar los 
riesgos asociados a la innovación digital, reforzando la 
función preventiva y reparadora del derecho de daños.
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